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Introducción

El 8 de septiembre de 1836, María Antonia Bolívar, caraqueña, viuda de Pablo 
Clemente, madre de cuatro hijos, abuela de varios nietos y hermana del difunto 
Simón Bolívar, se presenta ante el Alcalde General de la Parroquia Catedral 
para informar que le han robado de su casa la cantidad de diez mil pesos, una 
suma nada despreciable; informa, igualmente, que el principal sospechoso del 
hurto es Ignacio Padrón, un mozo que trabajaba para ella. El hecho, de acuerdo 
a la misma declaración, había ocurrido el 19 de abril de ese mismo año.

La denuncia es procesada por el Juez Primero de la Parroquia Catedral, 
José Julián Osío quien tuvo a su cargo la preparación del sumario y enviada 
el 11 de septiembre al Juez de Primera Instancia, Juan Jacinto Rivas, res-
ponsable de conducir el juicio. La defensa de Padrón la realiza el abogado 
Juan Bautista Carreño.

*	 Universidad Central de Venezuela, Doctora en Historia, Profesora Titular en la Es-
cuela de Historia, en la Maestría y Doctorado de Historia. Individuo de Número y 
Directora de la Academia Nacional de la Historia. Fullbright Scholar en la Biblioteca 
del Congreso, Washington D. C. Andrés Bello Fellow de la Universidad de Oxford.
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Son interrogados numerosos testigos de parte y parte, María Antonia es con-
vocada por la defensa para que rinda declaración en el tribunal y, finalmente, 
el juez dicta sentencia el 17 de octubre de ese mismo año. Padrón es decla-
rado inocente y María Antonia es condenada a pagar las costas del juicio.

El caso fue estudiado en detalle y publicado en el libro El fabricante de pei-
netas. Último romance de María Antonia Bolívar1, y reeditado varias veces. En 
los años inmediatamente posteriores a su publicación, por iniciativa de René 
Molina, este libro fue materia de lectura para los estudiantes de Derecho de la 
Universidad Central de Venezuela, en la asignatura «Introducción al Derecho». 
También dispuso el mismo profesor invitar a la autora para compartir el conte-
nido de esta historia con quienes iniciaban su proceso formativo.

El propósito fundamental era reflexionar con los estudiantes el desarrollo del 
caso, su significación y alcances, no solamente desde el punto de vista pro-
cesal o jurídico, sino de manera especial en relación con el desempeño de 
quienes fueron pieza fundamental del desenlace: el abogado defensor de Ig-
nacio Padrón, Juan Bautista Carreño, y el juez de primera instancia que tuvo 
a su cargo la conducción de la causa, Juan Jacinto Rivas.

La iniciativa de René Molina de utilizar este libro como recurso formativo 
para sus estudiantes, del mismo modo que la oportunidad que representó 
compartir su lectura con estos jóvenes que comenzaban a exponerse a las 
exigencias que demanda estudiar Derecho en nuestro país, constituyeron no 
solamente un intercambio extraordinario, sino, también, la posibilidad de re-
flexionar, una vez más, sobre lo que representó este particular episodio como 
importante referente de lo que fue el esfuerzo de dar inicio a la construcción 
de la República, en un ámbito especialmente sensible: el de la administración de 
justicia con apego a las leyes y con absoluta independencia de los intereses y 
presiones que pudiesen incidir en el desarrollo y desenlace del caso. La con-
clusión en las diferentes ocasiones que hicimos el ejercicio fue más o menos 
la misma: fascinación y sorpresa ante la muy transparente y equilibrada 

1	 Quintero, Inés: El fabricante de peinetas. Último romance de María Antonia Bolívar. 
Editorial Alfa. Caracas, 2011.



administración de justicia que había tenido lugar en el resultado del juicio 
que enfrentó a la señora Bolívar y al joven Padrón.

La breve reconstrucción de esta historia tiene como finalidad no solamente 
recordar y agradecer lo que representó el muy grato y enriquecedor inter-
cambio con los estudiantes de Derecho sino, muy especialmente, destacar y 
reconocer la vocación y el compromiso docente de René Molina en su em-
peño de formar abogados que puedan valorar y comprender la importancia 
que tuvo en el pasado, y sigue teniendo en el presente, y por supuesto en el 
futuro, actuar conforme a la ley y a los mandatos de la República. De eso se 
trata. Gracias René.

1. Contendores desiguales

Desde el momento en que María Antonia Bolívar hace la denuncia del robo 
ante el alcalde parroquial, comienza un proceso que involucra a dos personas 
con biografías absolutamente diferentes, con trayectorias familiares, posibi-
lidades económicas, condiciones y relaciones sociales abiertamente dispares. 
Por una parte, está María Antonia Bolívar, la denunciante, blanca criolla y 
principal, perteneciente a las principales familias de Caracas, desde la época 
colonial, dueña de una importante fortuna y, por la otra, se encuentra Ignacio 
Padrón, el sospechoso, sobreviviente de la guerra de Independencia, de padre 
desconocido, antiguo empleado del estanco del tabaco, fabricante de peinetas 
y dueño de una modesta posada que está comenzando a montar, precisamente 
cuando se inicia la causa.

La señora Bolívar, nacida en Caracas en 1777, era hija de Juan Vicente Bo-
lívar y doña Concepción Palacios, dos blancos principales caraqueños, des-
cendientes a su vez de conquistadores y fundadores de la sociedad colonial. 
María Antonia se casó con Pablo Clemente, también perteneciente a las pri-
meras familias de Caracas y tuvo cuatro hijos. Defensora del orden mo-
nárquico, no compartió el proyecto de La Independencia y en 1814 se vio 
obligada a abandonar Venezuela, vivió en la Habana y obtuvo una pensión del  
rey. Regresó a Venezuela en 1822 y desde entonces se ocupó de recuperar  
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y administrar la fortuna familiar, para lo cual recibió un amplio poder de su 
hermano Simón Bolívar. En 1827, cuando Bolívar viajó a Venezuela y re-
partió sus bienes entre sus familiares, traspasó a su nombre varias casas, ha-
ciendas y propiedades. A la muerte de su hermano, en 1830, y luego de una 
larga y complicada disputa por la herencia del difunto, su fortuna se vio am-
pliada de manera significativa, especialmente cuando se lograron vender las 
minas de Aroa a una empresa inglesa, viéndose beneficiada con una elevada 
cantidad de dinero. En 1836, cuando ocurre el robo, María Antonia era dueña 
de una casa de buen tamaño en la esquina de Sociedad, otra de descanso en 
la parroquia La Vega, en el sitio llamado El Empedrado; un trapiche con nu-
merosos esclavos en Macarao, varias casas en La Guaira y el trapiche y la  
hacienda cañífera de San Mateo2.

Ignacio Padrón, a diferencia de María Antonia, es un personaje absolutamente 
desconocido. Cuando se hizo la investigación para escribir El fabricante de 
peinetas, no hubo manera de conseguir mayor información sobre Padrón; solo 
se conoce el nombre de su madre, María Josefa Higuera, ya que es citada en el 
juicio; otros datos se obtuvieron de las declaraciones que se hacen durante la 
causa, de donde se desprenden algunas referencias aisladas. Se supo entonces 
que Padrón nació en Caracas, en 1814, el año más terrible de la guerra de Inde-
pendencia, logró sobrevivir junto a su madre a los estragos de la guerra; al con-
cluir la contienda tenía siete años; en los años siguientes tuvo la oportunidad 
de aprender a leer y escribir; trabajó en las oficinas del estanco del tabaco hasta 
1833; en ese momento ya se desempeñaba como fabricante de peinetas. Sus 
peinetas se vendían en Caracas en la peinetería del señor Ramón Aveledo. En 
febrero de 1835 comenzó a trabajar para la señora Bolívar, a quien debe hacer 
conocido por la fabricación de peinetas. En septiembre de 1836, es acusado de 
robo por su antigua patrona. Para entonces, como ya se dijo, estaba instalando 
una modesta posada. La única descripción física que hay de Padrón dice que 
era un joven alto, delgado, de nariz chata, color amarillento, pelo crespo y sin 
barba. Para el momento de la denuncia tenía 22 años.

2	 Véase al respecto Quintero, Inés: La criolla principal. María Antonia Bolívar, her-
mana del Libertador. Editorial Alfa. Caracas, 2015 (1.ª, edición Fundación Bigott, 
Caracas, 2003).



Se trata sin duda de un juicio en el cual no solamente son claras y evidentes 
las desigualdades entre denunciante y sospechoso, sino que, además, María 
Antonia hará valer estas mismas diferencias al momento de realizar la de-
nuncia y hacer manifiestas sus sospechas contra Padrón. Esta posición queda 
claramente evidenciada en su comunicación al tribunal de fecha 22 de sep-
tiembre en la cual describe a Padrón y da cuenta de las razones en que funda-
menta su sospecha.

El joven Padrón, dice María Antonia:

… es un mozo pobre y miserable que andaba en esta ciudad ganando 
dos o tres reales en calidad de escribiente y a quien yo había tenido en 
mi casa en clase de dependiente pagándole una cuota mensual por ha-
cerme algunas diligencias y por llevarme la correspondencia epistolar, al 
cual había despedido algunos meses antes del suceso, porque ya le había  
notados otras faltas que me hacían entrar en desconfianza3.

La mayor evidencia y el motivo esencial por el cual no tenía dudas respecto a 
que Padrón era el ladrón se basaba en el hecho de haber visto a este «… joven 
infeliz, de la noche a la mañana, haciendo francachelas, gastos y desembolsos 
que son totalmente incompatibles con su miserable suerte y ninguna fortuna»4.

Quedaba claro, a la vista de María Antonia que, una persona como Padrón, 
de inferior calidad y sin bienes de fortuna, no era digno de confianza y, 
mucho menos, si después de ocurrido el robo, se le vio gastando más dinero 
del que nunca había tenido. El objetivo de María Antonia era que fuese juz-
gado, condenado y castigado por el delito cometido, con todo el rigor que es-
tablecían las leyes. Unos días antes de esta declaración, se había tomado la 
libertad de dirigirle una carta al juez de la causa, Juan Jacinto Rivas, para en-
viarle unas pruebas y reiterar sus sospechas respecto a Padrón. La carta tiene 
fecha 20 de septiembre y es como sigue:

3	 Quintero: ob. cit. (El fabricante de peinetas…), p. 43.
4	 Ídem.
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Muy señor mío:

Debo advertir y hacer presente a Usted que consecuente al robo que 
se me hizo el 19 de abril, y considerando siempre que no podía ser 
otro que José Ignacio Padrón según todos los síntomas, tomé en  
secreto la precaución de llamar a mi casa a una samba vieja llamada 
Lorenza de la casa del dicho Padrón, para encargarle como le encargué 
examinase e indagase del modo que le fuese posible, si le veía onzas 
o algunos bustos de oro de mi hermano Simón Bolívar que estaban 
dentro del saco, y en efecto, a pocos días de mi encargo se me apareció 
en casa dicha samba trayéndome dos de los bustos que me dijo había 
encontrado, junto con la llave nueva que acompaño que sin duda fue 
con la que me abría la puerta de la calle, pues aunque parece hecha de 
algún aprendiz le sirve a la cerradura exactamente según lo verá el 
Tribunal, de cuyas resultas quité la cerradura que también remito con 
la llave vieja y puse otra en su lugar. Dejo los dos bustos en mi poder, 
pero la samba Lorenza salió de la casa de Padrón y existe por Santa  
Rosalía que me será fácil proporcionar su encuentro si se manda llamar 
o citar con un ministro. Digo esto porque tal hallazgo es parte esencial 
del cuerpo del delito cometido, y no quiero se omita nada en la averigua-
ción que está haciendo la justicia, y de que no había dado denuncio ante-
riormente porque la dicha Lorenza se encontraba fuera en Barquisimeto 
y ahora ha vuelto.

Quedo de Usted atenta,

María Antonia Bolívar5

Las posibilidades de Padrón son muy distintas a las de su denunciante. Luego de 
que María Antonia Bolívar da cuenta del robo ocurrido en su casa, solicita que el 
sospechoso sea reducido a prisión y así se hace. El 9 de septiembre, al día 
siguiente de la denuncia, Padrón es detenido y conducido a la cárcel de Caracas.

5	 Carta de María Antonia Bolívar a Juan Jacinto Rivas, 20 de septiembre de 1836, en 
Quintero: ob. cit. (El fabricante de peinetas…), p. 41. 



Ante la acusación de María Antonia Bolívar, la única opción que tiene  
Padrón es buscar un abogado que asuma su defensa; recurre inicialmente 
a Juan Bautista Carreño pero este debe salir de la ciudad y no puede ocu-
parse del caso, hace un segundo intento con otro abogado, José Sistiaga, un 
hombre mayor, maestro y doctor en Derecho Civil, quien por motivos de 
salud, no pudo ocuparse de la defensa. No será sino al regreso de Carreño, 
el 29 de septiembre, cuando Padrón cuenta con un abogado que lo defienda.

Además de declararse inocente, Padrón alega en su defensa que entre la se-
ñora Bolívar y su persona existía un «convenio privado». Para demostrarlo 
tiene en su poder las cartas que ella le envió, en las cuales queda en evidencia 
la cercanía e intimidad que había existido entre ellos, antes de que ocurriera la 
denuncia6. La aspiración de Padrón es que el desarrollo del juicio permita de-
mostrar su inocencia y recobrar su libertad. Que se haga justicia.

2. En defensa de Padrón

Cuando Juan Bautista Carreño se hace cargo del caso, su primera actuación 
como abogado defensor es solicitar la excarcelación del sospechoso; intro-
duce dos escritos con este propósito. Pero, en ambas ocasiones, el juez las re-
chaza y argumenta las razones que impiden sacar de la cárcel a Padrón. Se 
ocupa entonces, el abogado Carreño, de demostrar que los juicios emitidos 
por María Antonia Bolívar contra el sospechoso carecen de fundamento y, 
con ese fin, introduce una demanda por injuria contra la denunciante. Su ob-
jetivo es demostrar que Ignacio Padrón es un hombre de bien, trabajador y 
que se gana el sustento de manera honesta; todo lo contrario a lo expuesto 
por la señora Bolívar.

Más de veinte personas son llamadas a declarar: un talabartero, un sastre, la 
señora que le había alquilado un cuarto, otra que le preparaba comida; uno 

6	 Los originales de la cartas escritas por María Antonia Bolívar a Ignacio Padrón 
se encuentran en el expediente «Criminales seguidos contra Ignacio Padrón, por 
atribuírsele el hurto de diez mil pesos», Sección Criminales, Letra P, año 1836,  
Archivo General de la Nación (AGN), Caracas. El mismo expediente que sirvió de 
apoyo al desarrollo de esta investigación.
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que le había arrendado un terreno para pastar unas vacas; otro que le vendió 
una mula, y muchos más que habían tratado a Padrón o habían hecho algún 
negocio con él. Todos afirman, al hacer su declaración, que se trata de un 
hombre trabajador, que cumple sus compromisos; también dan fe de su buen 
comportamiento.

El segundo recurso utilizado por el abogado defensor es poner en entredicho 
y descalificar a los testigos presentados por la denunciante. Cada uno de ellos 
es interrogado en el tribunal, a fin de demostrar la falsedad y las inconsisten-
cias de sus afirmaciones y dejar en evidencia la relación cercana y de servicio 
que tienen con la denunciante, lo cual pone en tela de juicio sus declaraciones.

En su defensa de Padrón, Carreño también presenta y hace valer las cartas es-
critas por María Antonia Bolívar a su defendido, en las cuales se pone en evi-
dencia la relación privada que existía entre el sospechoso y la denunciante. 
Solicita entonces la presencia de la señora Bolívar en el tribunal con el pro-
pósito de que responda una serie de preguntas que permitan dilucidar cuáles 
eran los términos de su relación con Ignacio Padrón, antes de que ocurriera 
el robo. Al ser interrogada en el tribunal, María Antonia Bolívar, como era 
de esperarse, niega rotundamente que haya mantenido algún tipo de relación 
privada con el joven Padrón.

En el desarrollo de los interrogatorios el abogado es acucioso y diligente, no 
omite detalles, insiste y repregunta, siempre con el firme objetivo de dejar 
por sentado que Padrón es un hombre de bien y demostrar, al mismo tiempo, 
que las declaraciones de María Antonia y de sus testigos no son confiables y 
que de sus respuestas tampoco se desprenden indicios firmes que permitan 
demostrar la culpabilidad de su defendido.

3. El juez de la causa

La actuación del juez, desde el primer momento, deja ver que no está dis-
puesto a aceptar la intervención ni las presiones de la parte denunciante. 
Así vemos que, cuando María Antonia le escribe a título personal para  



enviarle las pruebas que, en su opinión, inculpan al sospechoso, el juez Rivas 
le contesta inmediatamente para hacerle saber los términos en los cuales debe  
conducirse el juicio con apego a la ley, independientemente de las personas 
que están involucradas.

Señora María Antonia Bolívar:

Como Juez de Primera Instancia encargado de administrar justicia no 
recibo cartas particulares, ni puedo oír a las partes en otro lugar que 
en el mismo Tribunal. Usted puede presentarse denunciando a la voz 
o por escrito, y entonces esté Usted segura de que haré todo lo que me 
corresponda en cumplimiento de mis deberes, entretanto yo devuelvo 
a Usted los dos bustos con las llaves y cerraduras, para que si Usted 
quiere sean presentados de una manera legal.

Como Juan Jacinto Rivas soy de Usted muy respetuoso Servidor.

Que besa sus pies,

Juan Jacinto Rivas7

No podía, bajo ninguna circunstancia, como denunciante, establecer comu-
nicación directa con él, sino a través de los mecanismos establecidos por  
la ley. No importa que la carta estuviese firmada por la señora María Antonia 
Bolívar. También en el desarrollo del juicio es cuidadoso y apegado a lo que 
establecen los procedimientos, se mantiene atento y sigue de cerca los inte-
rrogatorios, interviniendo en ellos cuando lo considera necesario, hasta el 
momento de dictar sentencia.

Luego de todos los interrogatorios y presentación de pruebas, el juez fijó la vista 
definitiva del expediente para el domingo 16 de octubre a las 9 de la mañana. Ese 
día fueron convocadas las partes y, en la puerta del tribunal, se pregonó a viva 
voz el inicio del último procedimiento de la causa iniciada el 8 de septiembre, 
como consecuencia de la denuncia introducida por María Antonia Bolívar.

7	 Carta de Juan Jacinto Rivas a María Antonia Bolívar, Caracas, 20 de septiembre de 
1836 en Quintero: ob. cit. (El fabricante de peinetas…), p. 43.
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En presencia del juez, del abogado defensor y de las partes involucradas, así 
como del público asistente, se hizo la lectura minuciosa de todo el expediente 
con la totalidad de las diligencias practicadas, omitiendo solamente las cartas 
escritas por María Antonia Bolívar a Ignacio Padrón.

La vista del expediente continuó al día siguiente, ya que por su extensión no 
fue posible terminar su revisión en la audiencia del domingo. Concluida la 
lectura, el abogado Carreño expuso de viva voz la defensa de Padrón, solicitó 
su completa absolución, que se le pusiera en libertad y se le devolviesen sus 
bienes; solicitó igualmente que se condenara a la parte delatora a pagar los 
gastos de justicia, costas y perjuicios.

Leyó entonces el juez su veredicto declarando inocente el acusado. Revi-
sado todo el expediente, consideró el juez que las pruebas sobre el cuerpo del 
delito tuvieron su origen en lo dicho e insinuado por la propia denunciante, 
apoyándose en testigos cuyas declaraciones se basaban, igualmente, en el 
testimonio de la acusadora; también expuso que la señora María Antonia 
Bolívar no dio parte del robo inmediatamente, sino cuatro meses y medio 
después. No había razón alguna para creer que fuese calumnia o falsa su  
exposición, pero sí para advertir que no se demostró el delito denunciado.

En relación con la autoría del robo por parte de Ignacio Padrón, destacó el 
juez que los bustos y la llave que se presentaron para incriminar a Padrón, 
se obtuvieron por un conducto que dificultaba su consideración como una 
prueba cabal y libre de toda sospecha; tampoco quedó persuadido de la cul-
pabilidad de Padrón, después de escuchar y conocer las declaraciones de los 
testigos presentados por María Antonia Bolívar. No había en ninguna de 
ellas demostración alguna de que Padrón hubiese sido el autor del robo.

Respecto a todos aquellos que declararon haber visto a Padrón gastando 
grandes cantidades de dinero, tal como lo había expuesto María Antonia en 
su primera denuncia, estimó el juez que el capital manejado por Padrón no 
excedía los mil quinientos pesos y, además, no había sido a la vez, sino en di-
ferentes épocas del año, cosa que de ninguna manera probaba que hubiese 



sido el ladrón, tanto más cuando presentó un gran número de testigos, en 
cuyas declaraciones afirmaron que, desde años atrás, lo conocieron siempre 
en especulaciones y agencias de alguna consideración, disponiendo de canti-
dades iguales a las reparadas por la denunciadora para fundar sus sospechas.

No encontraba el juez suficiente comprobado el delito, ya que todas las 
pruebas contra Ignacio Padrón se reducían a indicios y sospechas sobre las 
cuales no podía fallarse en esta causa, condenando como autor del delito al 
acusado. Por todo lo cual la sentencia era, como ya se dijo, absolutoria de  
Padrón y condenando a la señora María Antonia Bolívar a pagar el impuesto 
para gastos de justicia.

En el texto de la sentencia, se cuida muy bien el juez de señalar cada una de 
las leyes en las cuales fundamenta su veredicto, pueden verse citadas con ab-
soluta precisión y dominio de sus contenidos leyes antiguas que seguían te-
niendo vigencia para entonces al igual que las nuevas disposiciones legales 
establecidas por la República en tiempo recientes. Refiere el juez Rivas en 
su sentencia las leyes 8.ª, 12.ª, 28.ª, y 41.ª, Título 16, de la Tercera Partida y 
la ley 26.ª, Título 1.º de la Séptima Partida, se trata de las Partidas del rey de 
Castilla, Alfonso x el Sabio, redactadas y promulgadas entre los años 1256  
y 1265; también recurre a la Ley Tercera, Títulos 23 y 32 de la Novísima  
Recopilación de Indias, al Código de Procedimiento Judicial sancionado en 
Caracas el 19 de mayo de 1836 y a la recién aprobada Ley de Hurtos sancio-
nada el 23 de mayo de ese mismo año.

Sobre el convenio privado entre María Antonia Bolívar y el acusado no dijo 
el juez ni una palabra. No era esa la materia del juicio sobre el cual estaba 
dictando sentencia. Pero el asunto no terminó allí.

4. La República se respeta

María Antonia Bolívar, presente en la sala cuando se leyó la sentencia, no 
estuvo conforme con la decisión, lo cual se puso en evidencia cuando, al 
concluir la lectura, el juez le solicitó que se acercara a la mesa. El propósito 
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del juez era entregarle los dos bustos de oro del Libertador, depositados por 
ella en el tribunal como evidencias del robo. La primera reacción de María  
Antonia fue dejarlos de mala manera en la mesa, diciéndole al juez que bien 
podría servirse de ellos y dándole la espalda con intención de salir de la sala.

El juez Rivas, inmediatamente, le reclamó su desaire e irrespeto, exigiéndole 
que tomara los bustos. La respuesta de María Antonia no se hizo esperar. Los 
tomó de la mesa y los tiró al suelo diciendo: «esto no vale nada».

Frente a la desmedida e irrespetuosa reacción de María Antonia, el juez se 
impuso y en tono severo le ordenó recoger los bustos del suelo amenazándola 
con llevarla a la cárcel si no guardaba el debido respeto a la autoridad y so-
licitándole que se retirase del tribunal. No tuvo María Antonia más remedio 
que cumplir la orden del juez.

La sala estaba llena de personas, de manera que el episodio no pasó desaper-
cibido para nadie. Allí, frente a todos los asistentes, María Antonia Bolívar, 
viuda y principal, había irrespetado al juez Rivas y este, sin titubeos, se había 
impuesto sobre la arrogancia y desfachatez de la altiva mantuana.

La propia María Antonia, en medio de su alteración y soberbia, al llegar a su 
casa y seguramente siguiendo recomendaciones de su abogado o de alguna 
persona sensata y consciente de la gravedad de la ofensa, decidió escribirle 
una carta al juez, con el fin de presentar sus disculpas y restarle importancia 
al incidente.

El último párrafo de la carta es elocuente del propósito de su comunicación:

Se molestó Ud. con mi humilde insinuación, tomando a mal o como in-
sulto que yo irrogaba a su persona conminándome en su virtud hasta con 
cárcel. Ni mi sexo, ni mi edad, ni nacimiento podían esperar que dando 
diferente sentido a las palabras, se reputase y conceptuase por falta un 
acto indiferente y que en mi corazón no abrigaba la menor idea de irres-
petuosidad al tribunal, demás que consecuente con mis principios me ha 



parecido conveniente hacer esta manifestación en obsequio del honor 
de la magistratura que V. desempeña y de su propia persona deponga V. 
cualquier concepto que haya formado contrario a esta exposición, bien 
persuadido que ahora ni nunca he tenido el más pequeño ánimo de faltar  
a la alta consideración que me ha merecido su persona8.

En la misma comunicación solicita que esta última carta se incluya en el ex-
pediente. Nuevamente el juez le sale al paso a la pretensión de María Antonia 
de hacer ver que no hubo tal irrespeto y que, además, aspire dejar constancia 
escrita de su versión del incidente. Su decisión fue que se hiciera registro 
formal y certificado de lo ocurrido ese día en el tribunal.

Fueron citadas dos de las personas que estuvieron presentes, a fin de que rin-
dieran testimonio de los sucesos, y también se ocupó él mismo de hacer el  
relato detallado y certificado del episodio en los términos siguientes:

Juan Jacinto Rivas, juez de primera instancia interino del primer circuito 
de las provincias de Caracas. Certifico que habiendo comparecido ayer 
en mi tribunal la señora María Antonia Bolívar se le notificó en audiencia 
pública la sentencia pronunciada en la causa contra Ignacio Padrón por 
hurto, apeló dicha señora de ella para ante S. E. la corte superior y des-
pués de extendida y, firmada la diligencia, llamé a mi mesa a la señora 
Bolívar y trate de devolverle los dos bustos de oro que acompañó a su es-
crito de denunciación folio (45) según solicitó allí. Al dárselos me con-
testó la señora Bolívar con estas palabras «Déjelos V. D. ahí, eso no vale 
nada»: de pronto me reí y le dije: «tome Vd. Sra. sus bustos» y ella siguió 
siempre de espalda y tratando de retirarse, y me dijo otra vez «sírvase 
V.D. de ello, eso no vale nada; déjelos Vd.». Pero todo esto dicho con un 
tono y de una manera que no pude menos que creer que la Sra. Bolívar me 
dirigía un insulto. Por cuya razón enseriándome le dije entonces: «Sra., 
si Ud. trata de insultarme con esos conceptos guárdese Ud. de hacerlo, 
tome Ud. sus bustos y retírese». Había presentes en la barra como treinta  

8	 María Antonia Bolívar al señor juez de primera instancia, Caracas, 17 de octubre de 
1836 en Quintero: ob. cit. (El fabricante de peinetas…), p. 148.
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personas, y tomando la señora Bolívar los bustos en sus manos dijo 
siempre en el mismo tono «yo no lo insulto a Ud. sino lo que digo es que 
no vale nada», y tiró los bustos al suelo con un ademán demasiado irres-
petuoso, entonces fue que el juez le dijo: «Sra., levante Ud. esos bustos 
del suelo si Ud. no me guarda los respetos que se me deben como juez, la 
mandaré a la cárcel», levantó los bustos y se retiró replicando, por cuyo 
motivo le dirigí estas palabras «Sra. sea Ud. más recatada y en otra ocasión 
respete Ud. las autoridades como se debe».

Juan Jacinto Rivas9.

Conclusiones

La actuación del juez durante el juicio, al dictar sentencia y en su firme res-
puesta a la desfachatez e irrespeto de María Antonia Bolívar, constituyen 
expresión elocuente de los cambios que se están empezando a operar en Ve-
nezuela en los inicios de la vida republicana. Juan Jacinto Rivas, el juez de la 
causa, hace valer su autoridad como Juez de Primera Instancia de la República, 
responsable de administrar justicia, sin dejarse intimidar por las presiones del 
entorno, especialmente de la señora Bolívar, actuado de conformidad con lo 
que establecen las leyes y además dispuesto sin titubeos a defender y a hacer 
respetar la institucionalidad republicana. Es por ello que, tanto el juicio como 
el episodio final, adquieren significación y relevancia históricas.

Del mismo modo ocurre en el caso del desempeño del abogado Juan Bautista 
Carreño quien asume la defensa de Padrón de manera comprometida, demos-
trando a lo largo del juicio, a través de los interrogatorios a los testigos de la 
parte denunciante como a los que presenta en el desarrollo de su defensa, que 
no hay indicios ni pruebas que permitan incriminar a su defendido y que se 
trata de una acusación sin fundamentos contra su defendido Ignacio Padrón, 
todo el tiempo apegado a la ley, independientemente de que la parte  acusadora 
fuese la señora María Antonia Bolívar, de procedencia social y recursos nota-
blemente diferentes a los del acusado.

9	 Declaración de Juan Jacinto Rivas, Caracas, 18 de octubre de 1836 en Quintero:  
ob. cit. (El fabricante de peinetas…), p. 150.



Visto la actuación de ambos, resulta ilustrativo destacar que, tanto Rivas 
como Carreño estudiaron en la Universidad de Caracas, el primero se graduó 
de bachiller en 1825 y luego de abogado, comenzando su carrera judicial des-
pués de 1830; Carreño terminó sus estudios universitarios en 1833 y al fina-
lizar 1836, el mismo año del juicio, fue nombrado Juez de Primera Instancia. 
Ninguno de los dos tenía vínculos con el pasado colonial, ni con las prácticas 
sociales antiguas según las cuales el origen, la calidad y el linaje, determi-
naban el lugar que cada quien ocupaba en la sociedad; ambos ingresaron y se 
formaron en la Universidad en tiempos de la República, precisamente en los 
años durante los cuales comienza a transformarse la vida universitaria, luego 
de la aprobación del estatuto republicano de 1827, bajo la rectoría del Dr. José 
María Vargas.

Se inicia entonces un importante proceso de cambios que se consolida en los 
años siguientes, los cuales se expresan en los contenidos y orientación de las 
diferentes carreras que se impartían en la Universidad, y en la concepción, 
orientación y funcionamiento de la vida universitaria10, bajo los parámetros 
y fundamentos republicanos que consagran, entre muchos otros, el principio 
de la igualdad ante la ley.

En el caso de la enseñanza del Derecho, tal como lo ha señalado Pérez Per-
domo en sus estudios sobre el tema, el pensum que se instrumentó entonces, 
aun cuando mantuvo una orientación conservadora, introdujo varios aspectos 
modernizadores al reducir los estudios de Derecho canónico, aumentar el 
peso del Derecho Civil, incorporar el estudio del Derecho público, un curso 
de Derecho práctico y otro de legislación universal y económica política11. 
Todo ello, sin duda, debe haber incidido en la defensa que hace Carreño del 
joven Padrón y también en la conducción del juicio y en la sentencia dictada 

10	 Sobre el estatuto republicano de 1827 y los cambios que tuvieron lugar en la Univer-
sidad de Caracas, pueden verse: Leal, Ildelfonso: Historia de la UCV: 1721-1981. 
Ediciones de la Biblioteca de la Universidad Central de Venezuela. Caracas, 1981 y 
La Universidad de Caracas, en los años de Bolívar, 1783-1830. Vol. i y ii. Academia 
Nacional de la Historia. Caracas, 2010.

11	 Pérez Perdomo, Rogelio: Los abogados en Venezuela. Monte Ávila Editores. Caracas, 
1981, pp. 108 y 109.
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por el juez Rivas, dejando ver que, en tiempos de la República, la prosapia y 
poder de una mantuana como María Antonia Bolívar no podían imponerse 
sobre la administración de justicia y que un joven desconocido y sin recursos 
podía ser defendido y absuelto conforme a las leyes, sin importar su condición.

Reflexionar sobre cada uno de estos aspectos, en el marco de la asignatura 
«Introducción al Derecho» por invitación del Dr. René Molina, como se dijo 
al comienzo, representó la posibilidad de compartir con los estudiantes lo 
que fueron esos difíciles y exigentes años de nuestra historia, cuando apenas 
comenzaban a practicarse los principios y fundamentos de la vida republi-
cana, especialmente para destacar la importancia que tuvo la actuación de 
estos jóvenes abogados, formados en las aulas universitarias, en la construc-
ción y defensa de un sistema de administración de justicia apegado a las leyes 
y sujeto a los mandatos de la República. Ese fue el sentido que tuvieron estos 
provechosos, recordados y didácticos encuentros entre Historia y Derecho, 
especialmente en tiempos como los que vivimos en los cuales es importante 
no solamente recordar, sino defender y practicar los principios republicanos 
que deben guiar el ejercicio del Derecho.

* * *

Resumen: La autora comenta brevemente un particular proceso 
penal, en el cual denunciante y acusado se caracterizan por po-
seer claras diferencias sociales, hechos que no privaron en la deci-
sión, pues del proceso se evidencia una sentencia apegada a la ley  
y una posición imparcial del tribunal. Palabras clave: Historia y 
Derecho, vida republicana, defensa.


